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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, catorce de julio de dos mil siete 
Acta Nº            de 14 de julio de 2017
En el término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 se procede a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que mediante auto del 13 de junio de 2017 impuso el Juzgado Laboral Primero Laboral del Circuito de Pereira a la Doctora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, Administradora de la Agencia Regional de Cafesalud EPS y al Doctor Julián Fernández, representante legal de la misma entidad.

A U T O:

Mediante proveído del 13 de junio de 2017, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por ANGIE KATERINE GUAPACHA GUERRERO agenciada por MARIA NORMARIA GUERRERO CORTES contra los doctores Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda y Julian Fernandez, con motivo de la desatención a la orden de tutela que se impartiera el día 8 de septiembre de 2005 y dispuso la sanción contra dichos funcionarios,  consistente en el cumplimiento de cinco (5) días de arresto y el pago de cinco (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:

Ha considerado la Corte Constitucional que el principal propósito del trámite incidental se “centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”
, definiendo su finalidad, no en la imposición de una sanción, sino en el logro del cumplimiento de la orden constitucional. 

No obstante el artículo 52 del Decreto 2591, establece que el incidente por desacato a una orden judicial proferida con base en este decreto, trae como consecuencia jurídica y procesal a la persona responsable de su cumplimiento, una sanción consistente en “arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales”, salvo que se haya establecido una sanción diferente y sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

En relación con lo consagrado en la referida disposición, la Corte Constitucional en la Sentencia C-367-14
“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela
. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia
”.
También se dijo en esa providencia:

“La administración de justicia y, de manera especial, el juez que dictó la providencia judicial, no pueden ser indiferentes o ajenos a su cumplimiento. Este cumplimiento puede y, si es del caso debe, efectuarse aún en contra de la voluntad de quien está llamado a ello, por medios coercitivos. 

El incumplir una providencia judicial puede comprometer la responsabilidad de la persona a quien le es imputable esta conducta y puede tener consecuencias en diversos ámbitos. Y puede comprometerla, porque si bien el incumplimiento obedece a una situación objetiva, dada por los hechos y sólo por los hechos, la conducta de incumplir obedece a una situación subjetiva, en la cual es relevante la culpabilidad de su autor.”
En el presente asunto, en la sentencia que amparó el derecho fundamental de petición, se ordenó a doctora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, Administradora de Agencia Regional de Cafesalud EPS, brindar todos los servicios médicos y asistenciales requeridos por la menor Angie Katherine Guapacha Guerrero, en aras de proteger su salud y vida.
El día 25 de enero de 2017, la agente oficiosa de la accionante comunicó el incumplimiento de la orden impartida por parte de la entidad obligada, hecho que llevó al juzgado, a través de providencia de 27 de enero de igual mes y año, a requerir a la citada funcionaria a dar cumplimiento al fallo de tutela.

Como quiera que no hubo respuesta al requerimiento, en auto de fecha 7 de marzo de 2017, se comunicó la situación al Representante Legal y/o director Seccional doctor Julián Fernández, para que, en su condición de superior jerárquico de la obligada, hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en su contra, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

Transcurrido en silencio el término concedido para efectos de lo anterior, a través de auto de fecha 29 de marzo pasado –fls 183 a 184-, se dispuso la apertura del incidente de desacato en contra de los citados funcionarios, ordenándose el traslado para el ejercicio del derecho de defensa. Dicha decisión le fue notificada a la funcionaria encargada del cumplimiento del fallo de tutela.
Mediante escrito de fecha 17 de abril de 2017 el apoderado judicial de la entidad accionada solicitó la nulidad de la sanción impuesta al doctor Julián Andrés Fernández, toda vez que el funcionario llamado a dar cumplimiento al fallo de tutela es el Gerente de Defensa Judicial de Cafesalud, doctor César Augusto Arroyave Zuluaga.

Posteriormente, mediante comunicación presentada el 17 de abril de 2017,  Cafesalud EPS solicitó la modulación de la sentencia de tutela a efectos de que se indicará con precisión que los insumos requeridos por la paciente, esto es pañales desechable TENA talla M, pañitos húmedos y crema No 4º hacen parte del tratamiento integral ordenado, con el fin de realizar el recobro correspondiente ante el FOSYGA.
Tales peticiones no fueron atendidas por el juzgado de conocimiento y en auto de fecha 17 de mayo de 2017, nuevamente se requirió a los mismos funcionarios para que acreditaran el cumplimiento de la decisión, sin obtener pronunciamiento alguno de su parte, omisión que llevó a la a quo a que el día 13 de junio de 2013, resolviera de fondo el incidente declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, imponiendo a la Administradora de la Agencia Regional de Cafesalud EPS y al Doctor Julián Fernández, representante legal de la misma entidad, sanción consistente en el cumplimiento de cinco (5) días de arresto y el pago de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 207 y 2009 vto-, orden que se materializó a través de las comunicaciones No 0785 y 0784 que militan a folios 209 y 210 del expediente.
Al realizar el control de legalidad a la sanción impuesta, una vez revisadas detalladamente cada una de las actuaciones surtidas en la instancia anterior, se advierte que el trámite inicidental se encuentra viciado, respecto al requerimiento del doctor Julián Fernández, como superior jerárquico de la obligada a dar cumplimiento a la acción de tutela.
Lo anterior es así, por cuanto no solo, la apertura del incidente de desacato no le fue notificada, sino que no era el funcionario llamado a hacer cumplir la orden de tutela e iniciar el correspondiente proceso disciplinario en contra de la obligada, pues conforme da cuenta el escrito visible a folios 187 y siguientes del expediente, tal función corresponde al gerente de defensa judicial, doctor Cesar Augusto Arroyave Zuluaga desde el 5 de octubre de 2016.

Es del caso señalar que a pesar de ser la acción constitucional y el incidente de desacato trámites sumarios y expeditos, no por ello deben surtirse sin observar el debido proceso y las garantías procesales que les asisten a los incidentados, por lo que en esta caso se hace necesario declarar la nulidad desde el auto que ordena el requerimiento inicial al doctor Julián Fernández, Representante Legal de Cafesalud EPS, debiéndose encausar la actuación con el funcionario competente.  Frente a la sanción impuesta a la doctora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda ningún reproche merece el trámite imprimido en la primera instancia.

En lo atinente a la modulación del fallo de tutela, encuentra la Sala que equivocada está la entidad cuando requiere que se indique de manera expresa que insumos tales como pañales, pañitos húmedos y crema antipañalitis hacen parte del tratamiento integral, toda vez que lo reclamado por la paciente en esta oportunidad es el suplemento alimenticio  ENSURE Plus por 900 grs y Leche Klim por 2000 grs, insumos que se entienden incluidos dentro de la orden constitucional impartida a Cafesalud EPS de prestar a menor Angie Caterine Guapacha Guerrero, los servicios médicos y asistenciales que sean requeridos dada la condición de salud en la que se encuentra como consecuencia a la meningitis viral que padeció.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la actuación surtida respecto al doctor Julián Fernández representante Legal de Cafesalud EPS, a partir del auto proferido el 7 de marzo de 2017.
SEGUNDO: EFECTUAR el requerimiento de que trata el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 al doctor Cesar Augusto Arroyave Zuluaga gerente de defensa judicial y continuar con el trámite pertinente, en caso de que éste no atienda la orden del juzgado.
TERCERO: CONFIRMAR la sanción impuesta a la doctora VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA, Administradora de la Agencia Regional de Cafesalud EPS.
CUARTO: COMUNICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Los integrantes de la Sala
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

                                                                                                         Magistrada

 








   -Salva voto-

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� T-179-09. M.P. Humberto Sierra Porto, ratificada en la el Auto 320 de 2013.


� Cfr. Sentencias T-421 de 2003 y C-092 de 1997. 


� Cfr. Sentencia T-171 de 2009.
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